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REGLAMENTOS  
 

 

2014/ 1. Reglamento Delegado (UE) 2015/281 de la Comisión de 26 

de noviembre d e 2014, que sustituye los anexos I y II del Reglamento 

(UE) n o 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la 

competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 

judiciales en materia civil y mercantil . DO L 54 de 25.2.2015. 

 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Visto el Reglamento (UE) no 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 

2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en 

materia civil y mercantil, y, en particular, su art. 77, 

Considerando lo siguiente: 

(1) El Reglamento (UE) no 1215/2012 prevé la circulación de las resoluciones judiciales, los documen-

tos públicos y las transacciones judiciales en la Unión. Empezará a aplicarse el 10 de enero de 2015. 

(2) El Reglamento (UE) no 1215/2012 establece, en sus anexos I y II, un formulario del certificado re-

lativo a una resolución en materia civil y mercantil y un formulario del certificado relativo a un documen-

to público/una transacción judicial en materia civil y mercantil. 

(3) Letonia adoptó el euro a partir del 1 de enero de 2014. Por consiguiente, deben suprimirse de los 

formularios todas las referencias a la antigua moneda de Letonia. Lituania adoptará el euro a partir del 1 

de enero de 2015. Por consiguiente, deben suprimirse de los formularios todas las referencias a la moneda 

de Lituania. 

(4) Croacia se adhirió a la Unión el 1 de julio de 2013. Por lo tanto, deben incluirse en los formularios 

las referencias a Croacia y a su moneda. 

(5) De conformidad con los arts. 1 y 2 del Protocolo (no 22) relativo a la posición de Dinamarca, anejo 

al Tratado de la Unión Europea y al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, Dinamarca no 

participó en la adopción del Reglamento (UE) no 1215/2012 y no está vinculada por él ni sujeta a su 

aplicación. 

(6) No obstante, de conformidad con el art. 3, apartado 2, del Acuerdo entre la Unión Europea y Dina-

marca, Dinamarca, mediante nota de 20 de diciembre de 2012, notificó a la Comisión su decisión de apli-

car el contenido del Reglamento (UE) no 1215/2012. Por lo tanto, deben incluirse en los formularios las 

referencias a Dinamarca y su moneda. 

(7) En aras de la claridad, procede sustituir los anexos I y II. 

(8) Procede, por tanto, modificar el Reglamento (UE) no 1215/2012 en consecuencia. 

 

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

 

Art. 1.  Los anexos I y II del Reglamento (UE) no 1215/2012 se sustituyen por el texto del anexo del 

presente Reglamento. 

 

Art. 2.  El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Unión Europea. 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32015R0281&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32015R0281&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32015R0281&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32015R0281&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32015R0281&from=ES
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El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Esta-

do miembro de conformidad con los Tratados. 

 

Hecho en Bruselas, el 26 de noviembre de 2014 
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DIRECTIVAS  
 

2014/ 2. Directiva 2014/60/UE del Parlamento Europeo y del Consejo 

de 15 mayo  2014 relativa a la restitución de bienes culturales que hayan 

salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro . DO L 159 de 

28.5.2015. 
 

éééé.......................................................................................................................................................... 

 

Observaciones: De conformidad con el art. 36 TFUE, las disposiciones pertinentes sobre la libre cir-

culación de mercancías no serán obstáculo para las prohibiciones o restricciones a la importación, expor-

tación o tránsito, justificadas por razones de protección del patrimonio nacional que posea un valor artís-

tico, histórico o arqueológico. Sin embargo, en virtud y dentro de los límites del art. 36 del TFUE, los 

Estados miembros conservan el derecho a definir sus patrimonios nacionales y a adoptar las disposiciones 

necesarias para garantizar la protección de los mismos. Desempeñando la Unión un importante papel en 

el fomento de la cooperación entre Estados miembros con miras a proteger el patrimonio cultural con 

relevancia europea al que pertenecen esos patrimonios nacionales. Hasta la fecha esta materia se regulaba 

por la Directiva 93/7/CEE que permitía a los Estados miembros obtener la restitución a su territorio de los 

bienes culturales que estuviesen clasificados dentro del patrimonio nacional con arreglo al referido art. 36 

TFUE, que perteneciesen a una de las categorías comunes de bienes culturales a que se refería el anexo de 

dicha Directiva y que hubiesen salido de su territorio en infracción de las disposiciones nacionales o del 

Reglamento (CE) nº 116/2009 del Consejo. Esta Directiva también abarcaba los bienes culturales clasifi-

cados dentro del patrimonio nacional que forman parte de colecciones públicas o de inventarios de insti-

tuciones eclesiásticas, sin estar incluidos en dichas categorías comunes. Dicha Directiva y dicho Regla-

mento constituyeron un paso importante hacia una cooperación entre Estados miembros en ese ámbito, en 

el contexto del mercado interior con miras a lograr un mayor reconocimiento mutuo de las normas nacio-

nales aplicables. 

 

 
 

https://www.boe.es/doue/2014/159/L00001-00010.pdf
https://www.boe.es/doue/2014/159/L00001-00010.pdf
https://www.boe.es/doue/2014/159/L00001-00010.pdf
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Un paso más en esta política lo aporta la presente Directiva cuyo objetivo es velar por que todas las 

partes presentes en el mercado actúen con diligencia en las transacciones relacionadas con bienes cultura-

les. Las consecuencias de la adquisición de un bien cultural de procedencia ilegal solo serán verdadera-

mente disuasorias si el pago de una indemnización va acompañado de la obligación de que el poseedor 

del bien demuestre el ejercicio de la diligencia debida. Así pues, con objeto de alcanzar los objetivos de la 

Unión en materia de prevención y lucha contra el tráfico ilegal de bienes culturales, la presente Directiva 

dispone que el poseedor deba demostrar que ejerció la diligencia debida en el momento de la adquisición 

del bien para obtener una indemnización. Para ello es menester que todas las personas, y en particular 

todos los participantes en el mercado, dispongan de fácil acceso a la información pública sobre los bienes 

culturales clasificados o definidos como patrimonio nacional por los Estados miembros. Por esta razón 

estos últimos deben procurar facilitar dicho acceso 

A los efectos indicados la Directiva extiende su ámbito de aplicación a todo bien cultural clasificado o 

definido por un Estado miembro, en virtud de la legislación o los procedimientos administrativos naciona-

les, como patrimonio nacional, que posea valor artístico, histórico o arqueológico en el sentido del art. 36 

del TFUE. Abarca pues a los bienes que poseen un interés o valor histórico, paleontológico, etnográfico, 

numismático o científico, con independencia de que formen parte de una colección pública o de otra índo-

le o de que sean objetos aislados y de que provengan de excavaciones legales o clandestinas, a condición 

de que estén clasificados o definidos como patrimonio nacional. Además la Directiva dispone que los 

bienes culturales clasificados o definidos como patrimonio nacional ya no necesitan pertenecer a ninguna 

categoría ni deben ajustarse a umbrales relacionados con su antigüedad ni con su valor financiero para 

cumplir los requisitos de restitución en virtud de la misma. 
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2014/ 3. Directiva 2014/104/UE del Parlamento Europeo y del Conse-

jo, de 26 de noviembre de 2014, relativa a determinadas normas por las 

que se rigen las acciones por daños en virtud del Derecho  nacional, por 

infracciones del Derecho de la competencia de los Estados miembros y 

de la Unión Europea . DO L 349 de 5.12.2014. 

 

éééé.......................................................................................................................................................... 

 

Observaciones: La Directiva 2014/104/UE establece como principio general que cualquier persona 

que haya sufrido un perjuicio directo o indirecto por un comportamiento contrario a las normas de compe-

tencia (acuerdo restrictivo de la competencia o abuso de posición de dominio) podrá solicitar el resarcimien-

to de los infractores por el daño emergente (el sobreprecio pagado a raíz de la existencia de la infracción), el 

lucro cesante (la disminución de ventas causada por el sobrecoste derivado de la infracción) y los intereses. 

La aplicación privada de las normas de defensa de la competencia hace referencia a la aplicación de és-

tas por parte de los tribunales, cuando declaran la nulidad de los acuerdos anticompetitivos, adoptan órde-

nes de cesación y conceden indemnizaciones por daños y perjuicios a instancia de las víctimas de tales 

infracciones. La aplicación privada es por lo general el único modo de compensar a las víctimas de las 

conductas anticompetitivas, en la medida en que las autoridades responsables de la aplicación de este 

derecho en su vertiente pública pueden imponer a los infractores multas (y, en algunos casos, sanciones 

penales y/o disciplinarias) pero, en términos generales, no pueden conceder indemnizaciones por daños a 

los perjudicados por la infracción.  

 

 

 
 

 

El derecho a resarcimiento por los daños y per-

juicios derivados de infracciones del Derecho de la 

competencia de la Unión y nacional exige que 

todos los Estados miembros cuenten con normas 

de procedimiento que garanticen su ejercicio efec-

tivo. La necesidad de que existan vías procesales 

eficaces también se deriva del derecho a la tutela 

judicial efectiva, con arreglo a lo dispuesto en el 

art. 19, ap. 1, párrafo segundo TUE y en el art. 47, 

párrafo primero, de la Carta de los Derechos Fun-

damentales de la Unión Europea. Las acciones de 

resarcimiento por daños y perjuicios constituyen 

tan solo un elemento de un eficaz sistema de Dere-

cho privado para los casos de infracciones del 

Derecho de la competencia y van acompañadas de 

vías alternativas de reparación, tales como la solu-

ción consensual de controversias y las decisiones 

de ejecución de las autoridades públicas, que dan 

un incentivo a las partes para conceder el resarci-

miento. 

 

Para garantizar la efectividad de las acciones de los particulares en el marco de la aplicación privada 

con arreglo a las normas de Derecho civil y la efectividad de la aplicación pública por parte de las autori-

dades de la competencia, es preciso que ambos instrumentos interactúen para garantizar la máxima eficacia 

de las normas sobre competencia. A estos efectos la presente Directiva  coordina esas dos formas de aplica-

ción, por ejemplo en relación con las condiciones de acceso a los documentos en poder de las autoridades de 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014L0104&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014L0104&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014L0104&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014L0104&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014L0104&from=ES
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la competencia; dicha coordinación a nivel de la Unión pretende evitar la divergencia entre las normas apli-

cables, que podría poner en peligro el buen funcionamiento del mercado interior. 

La Directiva incluye para lograr estos objetivos determinadas las normas necesarias para garantizar 

que cualquier persona que haya sufrido un perjuicio ocasionado por alguna infracción del Derecho de la 

competencia por parte de una empresa o una asociación de empresas pueda ejercer eficazmente su dere-

cho a reclamar el pleno resarcimiento de dicho perjuicio causado por la empresa o asociación. En ella se 

establecen normas destinadas a fomentar una competencia real en el mercado interior y a eliminar los 

obstáculos que impiden su buen funcionamiento, garantizando una protección equivalente en toda la 

Unión para todos los que hayan sufrido tal perjuicio. Asimismo, la Directiva fija normas que coordinan la 

aplicación de la normativa sobre competencia por parte de las autoridades en la materia así como la apli-

cación de estas normas en las acciones por daños ejercitadas ante los órganos jurisdiccionales nacionales.  

La Directiva obliga a los Estados miembros a establecer un plazo para el ejercicio de las acciones de, 

al menos, cinco años. El plazo empezará a contar desde que cesó la infracción o desde que el demandante 

tuvo (o hubiera podido razonablemente tener) conocimiento de la existencia de la infracción, del perjuicio 

causado y de la identidad del infractor (standïalone actions). En el caso de que las autoridades de compe-

tencia hayan iniciado un procedimiento sancionador, las acciones pueden ejercitarse hasta un año después 

de que la decisión o resolución administrativa que constate la infracción sea firme (followïon actions).  

Teniendo en cuenta que las infracciones a gran escala del Derecho de la competencia a menudo tienen 

un elemento transfronterizo, la Directiva pretende, de un lado, garantizar la existencia de condiciones más 

equitativas para las empresas que operan en el mercado interior y mejorar las condiciones para que los 

consumidores ejerzan los derechos que les confiere el mercado interior; de otro lado, incrementar la segu-

ridad jurídica al reducir las diferencias que existen entre los Estados miembros en cuanto a las normas 

nacionales por las que se rigen las acciones por daños en relación con infracciones del Derecho de la 

competencia tanto de la Unión como nacional, y del Derecho nacional de la competencia cuando se apli-

que paralelamente al de la Unión. La aproximación de estas normas contribuirá además a evitar que au-

menten las diferencias entre las normas de los Estados miembros por las que se rigen las acciones por 

daños en asuntos de competencia. Para ello se faculta a los órganos jurisdiccionales nacionales para orde-

nar la exhibición, bajo su estricta supervisión, de pruebas o de categorías de pruebas específicas, a peti-

ción de parte, en particular en lo que se refiere a la necesidad y la proporcionalidad de la medida de exhi-

bición. De la obligación de proporcionalidad se deriva que la exhibición de pruebas solo puede ordenarse 

una vez que el demandante haya demostrado la verosimilitud, sobre la base de los datos que obren razo-

nablemente en su poder, de los daños que le haya causado el demandado. Cuando una solicitud de exhibi-

ción esté destinada a obtener una categoría de pruebas, la misma debe quedar identificada mediante ras-

gos comunes de sus elementos constitutivos, como la naturaleza, objeto o contenido de los documentos 

cuya exhibición se pide, el momento en que hayan sido redactados, u otros criterios, siempre y cuando las 

pruebas que pertenezcan a esa categoría sean pertinentes a tenor de lo dispuesto en la presente Directiva. 

Esas categorías deben definirse de la manera más precisa y concreta posible sobre la base de los hechos 

razonablemente disponibles. 

En España, la acción de responsabilidad civil, desarrollada y aplicada frecuentemente por los Tribuna-

les de Justicia en otros ámbitos, apenas fue ejercitada cuando el daño derivaba de un acto prohibido por la 

legislación de defensa de la competencia. En el contexto de elaboración de las normas de responsabilidad 

civil general no estaba presente el desarrollo que ha ido adquiriendo la actividad empresarial, en su faceta 

anticompetitiva, y, por tanto, el tradicional sistema de la responsabilidad civil extracontractual no se en-

cuentra adaptado en determinados aspectos a las especialidades que presenta aquel tipo de actividad. 

Últimamente parece creciente el interés judicial y doctrinal por fomentar este tipo de acciones, dado el 

interés que directo que presentan para los perjudicados por tales prácticas (resarcimiento de su daño parti-

cular). Conviene retener que la Directiva amplía sustancialmente el plazo para el ejercicio de acciones por 

daños de competencia en España (un año para las reclamaciones de daños extracontractuales) y resuelve 

la incertidumbre sobre el dies a quo del cómputo del plazo. Vid. C. Oró Martínez, Las reclamaciones por 

daños derivados de una infracción del Derecho de la competencia de la UE: primeras observaciones sobre 

la Directiva 2014/14/UE, La Ley: Unión Europea, nº 22, 2015, pp. 28ï34. 
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DECISIONES 
 

2014/ 4. Decis ión de ejecución de la Comisión de 17 marzo  2014 que 

modifica la Decisión 2011/130/UE, por la que se establecen los requisi-

tos mínimos para el tratamiento transfronterizo de los documentos 

firmados electrónicamente por las autoridades competentes en virtud  

de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, rela-

tiva a los servicios en el mercado interior . DO L 80 de 19.3.2014. 

 

éééé.......................................................................................................................................................... 

 

Observaciones: Los prestadores de servicios que entren en el ámbito de aplicación de la Directiva 

2006/123/CE deben poder llevar a cabo a través de ventanillas únicas y por vía electrónica los procedi-

mientos y trámites necesarios para acceder a sus actividades y ejercerlas. Dentro de los límites estableci-

dos en el art. 5, ap. 3, de la Directiva 2006/123/CE, puede darse aún el caso de que los prestadores de 

servicios tengan que presentar documentos originales, copias compulsadas o traducciones compulsadas 

cuando efectúen dichos procedimientos y trámites. En estos casos, es posible que los prestadores de servi-

cios tengan que presentar documentos firmados electrónicamente por autoridades competentes. La utili-

zación transfronteriza de las firmas electrónicas avanzadas basadas en un certificado reconocido queda 

facilitada en virtud de la Decisión 2009/767/CE de la Comisión, de 16 octubre 2009, por la que se adop-

tan medidas que facilitan el uso de procedimientos por vía electrónica a través de las ventanillas únicas 

con arreglo a la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en 

el mercado interior, que, entre otras cosas, obliga a los Estados miembros a llevar a cabo una evaluación 

de los riesgos antes de exigir estas firmas electrónicas a los prestadores de servicios y establece unas 

normas para la aceptación por los Estados miembros de las firmas electrónicas avanzadas basadas en 

certificados reconocidos, con o sin dispositivo seguro de creación de firma. No obstante, la Decisión 

2009/767/CE no entra en los formatos de las firmas electrónicas en los documentos expedidos por las 

autoridades competentes que los prestadores de servicios deben presentar cuando lleven a cabo los proce-

dimientos y trámites pertinentes. Dado que las autoridades competentes de los Estados miembros utilizan 

actualmente diferentes formatos de firma electrónica avanzada para firmar electrónicamente sus docu-

mentos, los Estados miembros receptores que tienen que procesar dichos documentos pueden encontrar 

dificultades técnicas derivadas de la variedad de formatos de firma utilizados. Para que los prestadores de 

servicios puedan llevar a cabo sus procedimientos y trámites por vía electrónica a través de las fronteras, 

es necesario garantizar que los Estados miembros puedan soportar técnicamente al menos cierto número 

de formatos de firma electrónica avanzada cuando reciban documentos firmados electrónicamente por 

autoridades competentes de otros Estados miembros. La definición de cierto número de formatos de firma 

electrónica avanzada que tendría que soportar técnicamente un Estado miembro receptor facilitaría la 

automatización y mejoraría la interoperabilidad transfronteriza de los procedimientos electrónicos. 

Como consecuencia de la presente Decisión los Estados miembros deberán implanatar los medios téc-

nicos necesarios para procesar los documentos firmados electrónicamente por las autoridades competen-

tes de otros Estados miembros con una firma electrónica avanzada XML o CMS o PDF en cualquier nivel 

de conformidad o utilizando un contenedor con firma asociada al nivel básico, siempre que esto se ajuste 

a las especificaciones técnicas contenidas en el anexo, que presenten los prestadores de servicios en el 

contexto del cumplimiento de los procedimientos y trámites a través de las ventanillas únicas, según lo 

previsto en el art. 8 de la Directiva 2006/123/CE 

https://www.boe.es/doue/2014/080/L00007-00009.pdf
https://www.boe.es/doue/2014/080/L00007-00009.pdf
https://www.boe.es/doue/2014/080/L00007-00009.pdf
https://www.boe.es/doue/2014/080/L00007-00009.pdf
https://www.boe.es/doue/2014/080/L00007-00009.pdf
https://www.boe.es/doue/2014/080/L00007-00009.pdf
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2014/ 5. Decisión del  Consejo, de 9 abril  2014, por la que se modifi-

can los anexos I, II y III de la Decisión 2011/432/UE del Consejo sobre la 

aprobación, en nombre de la Unión Europea, del Convenio de La Haya 

de 23 de noviembre de 2007 sobre cobro internacional de alimentos 

para los niños y otros miembros de la familia . DO L 113 de 16.4.2014. 

 

éééé.......................................................................................................................................................... 

 

 

 
 

Observaciones: De conformidad con el art. 3, 

ap. 2, del Acuerdo, de 19 octubre 2005, entre la 

Unión Europea y el Reino de Dinamarca relativo a 

la competencia judicial, el reconocimiento y la 

ejecución de resoluciones judiciales en materia 

civil y mercantil (en lo sucesivo, ñel Acuerdoò), 

celebrado mediante la Decisión 2006/325/CE del 

Consejo  cuando se adopten modificaciones del 

Reglamento (CE) no 44/2001 del Consejo, de 22 de 

diciembre de 2000, relativo a la competencia judi-

cial, el reconocimiento y la ejecución de resolucio-

nes judiciales en materia civil y mercantil, Dina-

marca notificará a la Comisión su decisión de 

aplicar o no el contenido de tales modificaciones. 

El Reglamento (UE) no 542/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, por el que se modifica el Re-

glamento (UE) no 1215/2012 en lo relativo a las normas que deben aplicarse por lo que respecta al Tribu-

nal Unificado de Patentes y al Tribunal de Justicia del Benelux se adoptó el 15 mayo 2014. 

De conformidad con el art. 3, ap. 2, del Acuerdo, Dinamarca, mediante carta de 2 junio 2014, notificó 

a la Comisión su decisión de aplicar el contenido del Reglamento (UE) no 542/2014. Esto implica que las 

disposiciones del Reglamento (UE) no 542/2014 se aplicarán a las relaciones entre la Unión Europea y 

Dinamarca. Aimismo, de acuerdo con el art. 3, ap. 6, del Acuerdo, la notificación danesa de que el conte-

nido de las modificaciones se ha aplicado en Dinamarca crea obligaciones mutuas entre Dinamarca y la 

Unión Europea. Así pues, el Reglamento (UE) no 542/2014 constituye una modificación del Acuerdo y, 

como tal, se considera un anexo del mismo. 

Con referencia al art. 3, apartados 3 y 4, del Acuerdo, la aplicación del Reglamento (UE) no 542/2014 

en Dinamarca puede tener lugar administrativamente. Las medidas administrativas necesarias entraron en 

vigor el 18 de junio. 

 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014D0218&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014D0218&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014D0218&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014D0218&from=ES
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014D0218&from=ES
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DISPOSICIONES GENERALES 
 

2014/ 6. Real Decreto 100/2014, de 21 de febrero, por el que se esta-

blecen determinadas disposiciones sobre el ejercicio del derecho de su-

fragio pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo . BOE 22.2.2014. 

 

La disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 

General, habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean precisas para su cumplimiento y 

ejecución. 

El presente real decreto incorpora al ordenamiento jurídico interno la Directiva 2013/1/UE, del Conse-

jo, de 20 de diciembre de 2012, que modifica la Directiva 93/109/CE por la que se fijan las modalidades 

de ejercicio del derecho de sufragio pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo por parte de los ciu-

dadanos de la Unión residentes en un Estado miembro del que no sean nacionales. Este derecho se reco-

noce en el art. 20.2.b) del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, así como en el art. 39.1 de la 

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 

Entre las modificaciones introducidas, la Directiva 2013/1/UE, del Consejo, de 20 de diciembre de 

2012, suprime el requisito de que los ciudadanos de la Unión Europea, al presentar su candidatura en un 

Estado miembro que no fuese su Estado de origen, tengan que aportar una certificación emitida por las 

autoridades de este último que acredite que no han sido privados del derecho de sufragio pasivo en dicho 

Estado o no tener constancia de tal privación. Este requisito ha sido sustituido por la presentación una 

declaración formal en la que la persona que desea presentar su candidatura manifieste que no ha sido 

privada del derecho de sufragio pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo. 

Asimismo entre otros aspectos relacionados con la identificación de candidatos, la directiva establece 

que para facilitar la comunicación entre autoridades nacionales, los Estados miembros han de designar un 

punto de contacto encargado de recibir, notificar y transmitir la información contenida en las declaracio-

nes formales de ciudadanos de Estados miembros de la Unión Europea residentes en Estados distintos del 

de origen que deseen ejercer su derecho de sufragio pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo. 

La Junta Electoral Central, en su informe de 19 de diciembre de 2011, consideró que la autoridad de 

contacto para solicitar información sobre si un ciudadano nacional de otro Estado miembro de la Unión 

Europea se encuentra privado del derecho de sufragio pasivo debe ser la propia Junta Electoral Central, 

como órgano competente para la proclamación de candidatos al Parlamento Europeo, de conformidad con 

lo dispuesto en el art. 220.1 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio. 

En su calidad de punto de contacto nacional, la Junta Electoral Central remitirá al Estado miembro de 

origen las declaraciones formales presentadas ante la misma por ciudadanos de otros Estados miembros 

residentes en España que deseen presentar candidatura en las elecciones al Parlamento Europeo para 

recabar información sobre si están o no privados del derecho de sufragio pasivo. 

Igualmente, en esa misma condición de punto de contacto realizará las actuaciones correspondientes 

para atender las solicitudes de información de otros Estados miembros sobre aquellos ciudadanos españo-

les residentes en dichos Estados que deseen presentar candidatura en las elecciones al Parlamento Euro-

peo. 

A estos efectos, la Secretaría de Estado de Justicia, deberá remitir a la Junta Electoral Central la infor-

mación necesaria. 

En la tramitación de este real decreto se ha recabado el informe de las comunidades autónomas, de la 

Comisión Nacional de la Administración Local y de la Junta Electoral Central. 

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deli-

beración del Consejo de Ministros en su reunión del día 21 de febrero de 2014, 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2014/02/22/pdfs/BOE-A-2014-1918.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/02/22/pdfs/BOE-A-2014-1918.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/02/22/pdfs/BOE-A-2014-1918.pdf
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DISPONGO: 

 

Art . 1. Objeto. Este real decreto tiene por objeto establecer determinadas disposiciones sobre el ejerci-

cio del derecho de sufragio pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo en cumplimiento de la norma-

tiva comunitaria. 

 

Art . 2. Punto de contacto en España. La Junta Electoral Central será el punto de contacto en España 

para recibir, transmitir y notificar, conforme a lo dispuesto en los arts. siguientes, la información que 

corresponda en relación tanto con los ciudadanos de otros Estados miembros de la Unión Europea que 

residan y presenten en España candidatura a las elecciones al Parlamento Europeo, como de los ciudada-

nos españoles que residan en otros Estados miembros y deseen presentar en ellos su candidatura a las 

citadas elecciones. 

 

Art . 3. Ejercicio del derecho de sufragio pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo por ciuda-

danos de la Unión Europea residentes en España. 1. Los ciudadanos de la Unión Europea residentes en 

España nacionales de otro Estado miembro que presenten su candidatura ante la Junta Electoral Central 

para ejercer el derecho de sufragio pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo deberán aportar, ade-

más de los documentos exigidos a los candidatos de nacionalidad española, una declaración formal en la 

que conste: 

a) Su nacionalidad, fecha y lugar de nacimiento, su último domicilio en el Estado miembro de origen y 

su domicilio en España; 

b) que no se presentan simultáneamente como candidatos en las elecciones al Parlamento Europeo en 

otro Estado miembro; 

c) en su caso, la entidad local o la circunscripción del Estado miembro de origen en cuyo censo electo-

ral estuvieron inscritos en último lugar; 

d) que no han sido privados del derecho de sufragio pasivo en su Estado miembro de origen mediante 

resolución judicial o decisión administrativa de carácter individual, siempre que ésta sea recurrible ante 

los tribunales. 

Respecto de los aludidos ciudadanos la Junta Electoral Central realizará también las comprobaciones 

del cumplimiento de los requisitos de elegibilidad previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, 

del Régimen Electoral General. 

2. La Junta Electoral Central remitirá las declaraciones a los Estados miembros de origen de los ciuda-

danos a los que se refiere el apartado anterior y recibirá de dichos Estados, en el plazo que éstos determi-

nen, la información sobre si se encuentran o no privados del derecho de sufragio pasivo. 

3. La falta de recepción en el plazo previsto en el apartado anterior de la información que permita a la 

Junta Electoral Central valorar la admisibilidad de la candidatura no impedirá que ésta se admita. 

4. Cuando, de acuerdo con la información proporcionada, un ciudadano hubiese sido privado del dere-

cho de sufragio pasivo en el Estado de origen, la Junta Electoral Central declarará la inelegibilidad del 

candidato. Adicionalmente adoptará las medidas apropiadas para impedir que ejerza el derecho de sufra-

gio pasivo o, cuando ello no sea posible, para impedir que resulte elegido. 

Si la información fuese conocida con posterioridad a que el ciudadano haya tomado posesión del esca-

ño, la Junta Electoral Central trasladará esa información al Parlamento Europeo, a efectos de que éste 

pueda adoptar las medidas apropiadas para impedir que continúe ejerciendo su mandato. 

5. Los ciudadanos de la Unión Europea residentes en España nacionales de otro Estado miembro que, 

por resolución judicial o administrativa de carácter individual, siempre que ésta sea recurrible ante los 

tribunales, hayan sido privados del derecho de sufragio pasivo, en virtud de la legislación española o de la 

del Estado miembro de origen, quedarán privados del ejercicio de ese derecho en las elecciones al Parla-

mento Europeo. 

 

Art . 4. Ejercicio del derecho de sufragio pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo por ciuda-

danos españoles residentes en otros Estados miembros de la Unión Europea. 1. La Junta Electoral Cen-
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tral recibirá de los puntos de contacto en los otros Estados miembros la notificación de las declaraciones 

formuladas por los ciudadanos españoles residentes en esos Estados que deseen presentar en ellos candi-

datura en las elecciones al Parlamento Europeo, y dispondrá de un plazo de cinco días hábiles a partir de 

la recepción de la notificación, u otro más corto si así lo solicita el Estado miembro de residencia y fuese 

posible, para transmitirles la información acerca de si dichos ciudadanos están o no privados del derecho 

de sufragio pasivo. 

2. Tan pronto como la Junta Electoral Central reciba de algún punto de contacto de otro Estado Miem-

bro una notificación con una declaración de las referidas en el apartado anterior, su Presidente dará trasla-

do de la misma a la Secretaría de Estado de Justicia. Esta última, dentro del plazo de cinco días hábiles a 

contar desde que la Junta Electoral Central haya recibido la notificación, comunicará al Presidente de la 

mencionada Junta la información correspondiente sobre las personas privadas del derecho de sufragio. 

 

Disposición final primera. Título competencial. Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto 

en el art. 149.1.1.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva para la regulación 

de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los dere-

chos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales. 

 

Disposición final segunda. Incorporación de derecho comunitario. Mediante este real decreto se in-

corpora al derecho español la Directiva 2013/1/UE, del Consejo, de 20 de diciembre de 2012, que modifi-

ca la Directiva 93/109/CE por la que se fijan las modalidades de ejercicio del derecho de sufragio pasivo 

en las elecciones al Parlamento Europeo por parte de los ciudadanos de la Unión residentes en un Estado 

miembro del que no sean nacionales. 

 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 

publicación en el ñBoletín Oficial del Estadoò. 
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2014/ 7. Real Decreto 103/2014, de 21 de febrero, por el que se 

adaptan determinadas normas en el ámbito del derecho de estableci-

miento y de la libre prestación  de servicios, con motivo de la adhesión 

de la República de Croacia, y por el que se modifican determinadas 

normas relativas al reconocimiento de cualificaciones profesionales . 

BOE 10.3.2014. 

 

El Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, por el que se incorporan al ordenamiento jurídico es-

pañol la Directiva 2005/36/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, y la 

Directiva 2006/100/CE, del Consejo, de 20 de noviembre de 2006, relativas al reconocimiento de cualifi-

caciones profesionales, así como a determinados aspectos del ejercicio de la profesión de abogado, incor-

pora al ordenamiento jurídico español la directiva 2005/36/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

7 de septiembre, y la directiva 2006/100/CE, del Consejo, de 20 de noviembre de 2006, que establecen 

para los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea, la facultad de ejercer una profesión, 

por cuenta propia o ajena, en un Estado miembro distinto de aquél en que hayan adquirido sus cualifica-

ciones profesionales. 

Tanto la norma nacional como las directivas que transpone, parten del principio comunitario de la libre 

prestación de servicios y, como consecuencia de este principio, ambas normativas, nacional y comunita-

ria, contemplan, entre otros, los requisitos necesarios e imprescindibles que pueden ser exigidos por el 

Estado de acogida al prestador del servicio que se desplace a su territorio de manera temporal u ocasional. 

De esta forma, el art. 13 del Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, que transpone el art. 7 de la 

directiva 2005/36/CE, de 7 de septiembre, prevé que, con carácter previo al primer desplazamiento, el 

prestador de servicios deba informar de la prestación que pretende realizar mediante la presentación de 

una declaración a la autoridad competente española. 

El apartado 2.b) del citado art. 13 del Real Decreto 1837/2008, anteriormente citado, dispone que la 

persona interesada hará una descripción de los servicios que va a prestar, haciendo especial mención a la 

duración de los mismos, su continuidad y su periodicidad. Esta exigencia respecto de la duración en la 

prestación del servicio, no se encuentra recogida en la directiva 2005/36/CE, y resulta excesiva y despro-

porcionada al exigir del migrante que anticipe y planifique sus actividades profesionales a fin de informar 

a las autoridades españolas en el marco de la declaración previa. 

Por otra parte, el Anexo VIII del Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, recoge la relación de 

profesiones y actividades a efectos de la aplicación del sistema de reconocimiento de cualificaciones. En 

el punto 1 del citado Anexo se relacionan las profesiones en función de los distintos niveles de formación 

exigidos y descritos en los diversos apartados del art. 19 del mismo Real Decreto 1837/2008, de 8 de 

noviembre. En concreto, en la relación a las profesiones que requieren un nivel de formación descrito en 

el art. 19.3 figura la de Delineante, que de acuerdo con lo indicado en el Proyecto Piloto 824/10//MARK 

que ha dado lugar al procedimiento de Infracción PI - Carta de Emplazamiento 2013/4108, pasa a clasifi-

carse en tanto se aprueba la Ley de Servicios y Colegios Profesionales en un nivel formativo de los pre-

vistos en el apartado 2 del mismo art. 19. Esta inclusión en un apartado distinto de la profesión de Deli-

neante, supone una clasificación también diferente respecto de los niveles de formación previstos en el 

art. 11 de la Directiva 2005/36/CE, de 7 de septiembre. 

Por otra parte, el 10 de junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea la directiva 

2013/25/UE, del Consejo, de 13 de mayo, por la que se adaptan determinadas directivas en el ámbito del 

derecho de establecimiento y de la libre prestación de servicios, con motivo de la adhesión de la Repúbli-

ca de Croacia. Entre las directivas que se adaptan se encuentran la directiva 2005/36/CE, de 7 de septiem-

bre, relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales y las directivas 77/249/CEE y 98/5/CE, 

relativas a las profesiones jurídicas. 

https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/10/pdfs/BOE-A-2014-2523.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/10/pdfs/BOE-A-2014-2523.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/10/pdfs/BOE-A-2014-2523.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/10/pdfs/BOE-A-2014-2523.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/10/pdfs/BOE-A-2014-2523.pdf
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El Consejo de Ministros acordó el 21 de junio de 2013 la aplicación en España del periodo transitorio 

de dos años establecido en el apartado 2 del punto 2 del Anexo V del Acta de adhesión de la República de 

Croacia a la Unión Europea sobre acceso de los nacionales croatas a los mercados de trabajo de los Esta-

dos miembros. Dicho periodo podrá ser ampliado de acuerdo con lo establecido en el Acta de Adhesión. 

Resulta por tanto necesario proceder a la modificación del Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviem-

bre, al objeto de adecuar sus disposiciones a los requisitos comunitarios en materia de libre prestación de 

servicios, así como transponer parcialmente la directiva 2013/25/UE, de 13 de mayo, en concreto las 

partes A y B de su Anexo, concernientes a las modificaciones que, por la adhesión de Croacia a la Unión 

Europea, se realizan en las directivas 2005/36/CE, 77/249/CEE y 98/5/CE. 

 

 
 

Así mismo, como consecuencia de esta última finalidad se modifican también a través de esta norma, 

el Real Decreto 607/1986, de 21 de marzo, de desarrollo de la Directiva del Consejo de las Comunidades 

Europeas, de 22 de marzo de 1977, encaminada a facilitar el ejercicio efectivo de la libre prestación de 

servicios de los abogados y el Real Decreto 936/2001, de 3 de agosto, por el que se regula el ejercicio 

permanente en España de la profesión de abogado con título profesional obtenido en otro Estado miembro 

de la Unión Europea. 

Para que la transposición de la parte A del Anexo de la directiva 2013/25/UE, de 13 de mayo, sea co-

rrecta, debe incorporarse el último guión del apartado 2) iii), relativo a la modificación del cuadro de 

ñOncologíaò ñGenética médicaò, incluyendo lo referente a Croacia. No obstante, actualmente en el texto 

del Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, no se contempla dicho cuadro, ya que fue incluido en la 

directiva 2005/36/CE, de 7 de septiembre, mediante Reglamento (UE) 213/2011, de la Comisión, de 3 de 

marzo. 

Por ello, a pesar de la aplicabilidad directa de los Reglamentos, con el objetivo de transponer correc-

tamente la Parte A del Anexo de la directiva 2013/25/UE y al propio tiempo, para una mayor y mejor 

compresión de la norma, por el presente real decreto se incluye el cuadro de ñOncología médicaò y de 

ñGenética médicaò del Anexo del Reglamento (UE) 213/2011, de la Comisión, de 3 de marzo, por el que 

se modifican los anexos II y V de la directiva 2005/36/CE, de 7 de septiembre, relativa al reconocimiento 

de cualificaciones profesionales. 

En la tramitación de este real decreto ha informado el Ministerio de Hacienda y Administraciones Pú-

blicas y se ha consultado a las comunidades autónomas, al Consejo Económico y Social, y a las corpora-

ciones profesionales. 

En su virtud, a propuesta conjunta de los Ministros de Educación, Cultura y Deporte, de Asuntos Exte-

riores y de Cooperación, de Justicia, de Defensa, de Economía y Competitividad, del Interior, de Fomen-

to, de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, de Empleo y Seguridad Social, de la Presidencia, de 

Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, y de Industria, Energía y Turismo, de acuerdo con el Consejo de 

Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 21 de febrero de 2014, 
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DISPONGO: 

Art . 1. Modificación del Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre por el que se incorpora al orde-

namiento jurídico español la directiva 2005/36/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de sep-

tiembre, y la directiva 2006/100/CE, del Consejo, de 20 de noviembre de 2006, relativas al reconocimien-

to de cualificaciones profesionales, así como a determinados aspectos de la profesión de abogado. Se 

modifica el Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico 

español la directiva 2005/36/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre, y la directiva 

2006/100/CE, del Consejo, de 20 de noviembre de 2006, relativas al reconocimiento de cualificaciones 

profesionales, así como a determinados aspectos de la profesión de abogado, en los siguientes términos: 
 

[...] 
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2014/ 8. Ley Orgánica 1/2014, de 13 de marzo, de modificación de la 

Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, relativa a la justi-

cia universal . BOE, 14ïIV.2014. 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Con la modificación del art. 23 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial operada 

por la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, se produjo un cambio en la regulación y planteamiento 

de la llamada justicia universal. En el planteamiento de dicha reforma latía la idea de perfilar la compe-

tencia de la jurisdicción española, ampliando por un lado los delitos que, habiéndose cometido fuera del 

territorio nacional, e independientemente de la nacionalidad de su autor son susceptibles de ser investiga-

dos por la jurisdicción española y por otro lado, definiendo las condiciones que debían darse para que la 

justicia española fuera competente, adaptando la justicia universal al principio de subsidiariedad y a la 

jurisprudencia constitucional y del Tribunal Supremo. 

Han pasado cuatro años desde que la mencionada reforma entrara en vigor y la realidad ha demostrado 

que hoy en día la jurisdicción universal no puede concebirse sino desde los límites y exigencias propias 

del Derecho Internacional. La extensión de la jurisdicción nacional fuera de las propias fronteras, aden-

trándose en el ámbito de la soberanía de otro Estado, debe quedar circunscrita a los ámbitos que, previstos 

por el Derecho Internacional, deban ser asumidos por España en cumplimiento de los compromisos inter-

nacionales adquiridos: la extensión de la jurisdicción española más allá de los límites territoriales españo-

les debe venir legitimada y justificada por la existencia de un tratado internacional que lo prevea o autori-

ce, el consenso de la comunidad internacional. Al tiempo, la regulación de la materia debe ajustarse a los 

compromisos derivados de la ratificación por España el 19 octubre 2000 del Estatuto de la Corte Penal 

Internacional, como instrumento esencial en la lucha por un orden internacional más justo basado en la 

protección de los derechos humanos. 

 

 
 

https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/14/pdfs/BOE-A-2014-2709.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/14/pdfs/BOE-A-2014-2709.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/14/pdfs/BOE-A-2014-2709.pdf
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En esa misma línea de dar cumplimiento a las obligaciones impuestas por los Tratados internacionales 

que España ha ratificado, se hace necesario ampliar la lista de delitos que, cometidos fuera del territorio 

nacional, son susceptibles de ser perseguidos por la jurisdicción española. Tal es el caso, por ejemplo, de 

los delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia 

contra la mujer y la violencia doméstica, en la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes, los delitos de corrupción de agente público extranjero previstos en el Convenio 

de la OCDE, delitos cuyas previsiones se incorporaron al Código Penal, si bien quedaba pendiente la 

definición de los aspectos de jurisdicción que ahora se incorporan en la presente Ley. 

Ese es el sentido que inspira la reforma que ahora se lleva a cabo, delimitar con claridad, con plena 

aplicación del principio de legalidad y reforzando la seguridad jurídica, los supuestos en que la jurisdic-

ción española puede investigar y conocer de delitos cometidos fuera del territorio en que España ejerce su 

soberanía. 

Con esta finalidad, se precisan los límites positivos y negativos de la posible extensión de la jurisdic-

ción española: es necesario que el legislador determine, de un modo ajustado al tenor de los tratados in-

ternacionales, qué delitos cometidos en el extranjero pueden ser perseguidos por la justicia española y en 

qué casos y condiciones. La persecución de delitos cometidos fuera de España tiene además un carácter 

excepcional que justifica que la apertura de los procedimientos deba condicionarse a la presentación de 

querella por el Ministerio Fiscal o la persona agraviada por el delito. 

También se delimita con carácter negativo la competencia de los tribunales españoles, definiendo con 

claridad el principio de subsidiariedad. En ese sentido, se excluye la competencia de los tribunales espa-

ñoles cuando ya se hubiese iniciado un procedimiento en un Tribunal Internacional o por la jurisdicción 

del país en que hubieran sido cometidos o de nacionalidad de la persona a la que se impute su comisión, 

en estos dos últimos casos siempre que la persona a que se imputen los hechos no se encuentre en España 

o, estando en España vaya a ser extraditado a otro país o transferido a un Tribunal Internacional, en los 

términos y condiciones que se establecen. 

En todo caso, los jueces y tribunales españoles se reservan la posibilidad de continuar ejerciendo su ju-

risdicción si el Estado que la ejerce no está dispuesto a llevar a cabo la investigación o no puede realmen-

te hacerlo. La valoración de estas circunstancias, que por su relevancia corresponderá a la Sala 2.ª del 

Tribunal Supremo, se llevará a cabo conforme a los criterios recogidos en el Estatuto de la Corte Penal 

Internacional. 

La regulación introduce límites a la jurisdicción española que deben ser aplicados a las causas actual-

mente en trámite, pues los Tribunales españoles no pueden continuar procedimientos sobre los que ya 

carezcan de jurisdicción. 

 

Art ículo único. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. La Ley 

Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, se modifica en los siguientes términos: 

 

Uno. Se modifican los apartados 2, 4 y 5 del art. 23 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, y se introduce un nuevo ap. 6 en dicho art. 23 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, quedando todos ellos redactados de la siguiente manera: 

ñ2. También conocerá la jurisdicción española de los delitos que hayan sido cometidos fuera del terri-

torio nacional, siempre que los criminalmente responsables fueren españoles o extranjeros que hubieran 

adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión del hecho y concurrieren los siguien-

tes requisitos: 

a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución, salvo que, en virtud de un Tratado internacional o 

de un acto normativo de una Organización internacional de la que España sea parte, no resulte necesario 

dicho requisito, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes. 

b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal interpongan querella ante los Tribunales españoles. 

c) Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en este último ca-

so, no haya cumplido la condena. Si sólo la hubiere cumplido en parte, se le tendrá en cuenta para rebajar-

le proporcionalmente la que le correspondaò. 

ñ4. Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos cometidos por es-

pañoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de tipificarse, según la ley española, como 

alguno de los siguientes delitos cuando se cumplan las condiciones expresadas: 
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a) Genocidio, lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, 

siempre que el procedimiento se dirija contra un español o contra un ciudadano extranjero que resida 

habitualmente en España, o contra un extranjero que se encontrara en España y cuya extradición hubiera 

sido denegada por las autoridades españolas. 

b) Delitos de tortura y contra la integridad moral de los arts. 174 a 177 del Código Penal, cuando: 

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o, 

2.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos y la persona a la 

que se impute la comisión del delito se encuentre en territorio español. 

c) Delitos de desaparición forzada incluidos en la Convención internacional para la protección de todas 

las personas contra las desapariciones forzadas, hecha en Nueva York el 20 de diciembre de 2006, cuan-

do: 

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o, 

2.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos y la persona a la 

que se impute la comisión del delito se encuentre en territorio español. 

d) Delitos de piratería, terrorismo, tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psico-

trópicas, trata de seres humanos, contra los derechos de los ciudadanos extranjeros y delitos contra la 

seguridad de la navegación marítima que se cometan en los espacios marinos, en los supuestos previstos 

en los tratados ratificados por España o en actos normativos de una Organización Internacional de la que 

España sea parte. 

e) Terrorismo, siempre que concurra alguno de los siguientes supuestos: 

1.º el procedimiento se dirija contra un español; 

2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España; 

3.º el delito se haya cometido por cuenta de una persona jurídica con domicilio en España; 

4.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos; 

5.º el delito haya sido cometido para influir o condicionar de un modo ilícito la actuación de cualquier 

Autoridad española; 

6.º el delito haya sido cometido contra una institución u organismo de la Unión Europea que tenga su 

sede en España; 

7.º el delito haya sido cometido contra un buque o aeronave con pabellón español; o, 

8.º el delito se haya cometido contra instalaciones oficiales españolas, incluyendo sus embajadas y 

consulados. 

A estos efectos, se entiende por instalación oficial española cualquier instalación permanente o tempo-

ral en la que desarrollen sus funciones públicas autoridades o funcionarios públicos españoles. 

f) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, he-

cho en La Haya el 16 de diciembre de 1970, siempre que: 

1.º el delito haya sido cometido por un ciudadano español; o, 

2.º el delito se haya cometido contra una aeronave que navegue bajo pabellón español. 

g) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la 

aviación civil, hecho en Montreal el 23 septiembre 1971, y en su Protocolo complementario hecho en 

Montreal el 24 febrero 1988, en los supuestos autorizados por el mismo. 

h) Los delitos contenidos en el Convenio sobre la protección física de materiales nucleares hecho en 

Viena y Nueva York el 3 marzo 1980, siempre que el delito se haya cometido por un ciudadano español. 

i) Tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, siempre que: 

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o, 

2.º cuando se trate de la realización de actos de ejecución de uno de estos delitos o de constitución de 

un grupo u organización criminal con miras a su comisión en territorio español. 

j) Delitos de constitución, financiación o integración en grupo u organización criminal o delitos come-

tidos en el seno de los mismos, siempre que se trate de grupos u organizaciones que actúen con miras a la 

comisión en España de un delito que esté castigado con una pena máxima igual o superior a tres años de 

prisión. 

k) Delitos contra la libertad e indemnidad sexual cometidos sobre víctimas menores de edad, siempre 

que: 
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1.º el procedimiento se dirija contra un español; 

2.º el procedimiento se dirija contra ciudadano extranjero que resida habitualmente en España; 

3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos o cualquier 

otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o domicilio social en España; o, 

4.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de los hechos, tu-

viera nacionalidad española o residencia habitual en España. 

l) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 11 mayo 2011 sobre prevención y lucha 

contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, siempre que: 

1.º el procedimiento se dirija contra un español; 

2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España; o, 

3.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de los hechos, tu-

viera nacionalidad española o residencia habitual en España, siempre que la persona a la que se impute la 

comisión del hecho delictivo se encuentre en España. 

m) Trata de seres humanos, siempre que: 

1.º el procedimiento se dirija contra un español; 

2.º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en España; 

3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos o cualquier 

otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o domicilio social en España; o, 

4.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de los hechos, tu-

viera nacionalidad española o residencia habitual en España, siempre que la persona a la que se impute la 

comisión del hecho delictivo se encuentre en España. 

n) Delitos de corrupción entre particulares o en las transacciones económicas internacionales, siempre 

que: 

1.º el procedimiento se dirija contra un español; 

2.º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en España; 

3.º el delito hubiera sido cometido por el directivo, administrador, empleado o colaborador de una em-

presa mercantil, o de una sociedad, asociación, fundación u organización que tenga su sede o domicilio 

social en España; o, 

4.º el delito hubiera sido cometido por una persona jurídica, empresa, organización, grupos o cualquier 

otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o domicilio social en España. 

o) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 28 octubre 2011, sobre falsificación de 

productos médicos y delitos que supongan una amenaza para la salud pública, cuando: 

1.º el procedimiento se dirija contra un español; 

2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España; 

3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos o cualquier 

otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o domicilio social en España; 

4.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos; o, 

5.º el delito se haya cometido contra una persona que tuviera residencia habitual en España en el mo-

mento de comisión de los hechos. 

p) Cualquier otro delito cuya persecución se imponga con carácter obligatorio por un Tratado vigente 

para España o por otros actos normativos de una Organización Internacional de la que España sea miem-

bro, en los supuestos y condiciones que se determine en los mismos. 

Asimismo, la jurisdicción española será también competente para conocer de los delitos anteriores co-

metidos fuera del territorio nacional por ciudadanos extranjeros que se encontraran en España y cuya 

extradición hubiera sido denegada por las autoridades españolas, siempre que así lo imponga un Tratado 

vigente para Españaò. 

ñ5. Los delitos a los que se refiere el apartado anterior no serán perseguibles en España en los siguien-

tes supuestos: 

a) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y enjuiciamiento en un Tribunal In-

ternacional constituido conforme a los Tratados y Convenios en que España fuera parte. 
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b) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y enjuiciamiento en el Estado del 

lugar en que se hubieran cometido los hechos o en el Estado de nacionalidad de la persona a que se impu-

te su comisión, siempre que: 

1.º la persona a la que se impute la comisión del hecho no se encontrara en territorio español; o, 

2.º se hubiera iniciado un procedimiento para su extradición al país del lugar en que se hubieran come-

tido los hechos o de cuya nacionalidad fueran las víctimas, o para ponerlo a disposición de un Tribunal 

Internacional para que fuera juzgado por los mismos, salvo que la extradición no fuera autorizada. 

Lo dispuesto en este apartado b) no será de aplicación cuando el Estado que ejerza su jurisdicción no 

esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o no pueda realmente hacerlo, y así se valore por la Sala 2.ª 

del Tribunal Supremo, a la que elevará exposición razonada el Juez o Tribunal. 

A fin de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto determinado, se examinará, teniendo 

en cuenta los principios de un proceso con las debidas garantías reconocidos por el Derecho Internacio-

nal, si se da una o varias de las siguientes circunstancias, según el caso: 

a) Que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido adoptada con el 

propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabilidad penal. 

b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio que, dadas las circunstancias, sea incompati-

ble con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la justicia. 

c) Que el proceso no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera independiente o imparcial y ha-

ya sido o esté siendo sustanciado de forma en que, dadas las circunstancias, sea incompatible con la in-

tención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la justicia. 

A fin de determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, se examinará 

si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración nacional de justicia o al hecho de 

que carece de ella, no puede hacer comparecer al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios 

necesarios o no está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el juicioò. 

ñ6. Los delitos a los que se refieren los apartados 3 y 4 solamente serán perseguibles en España previa 

interposición de querella por el agraviado o por el Ministerio Fiscalò. 

 

Dos. Se introduce un número 4.º en el ap. 1 del art. 57 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 

Poder Judicial, con la siguiente redacción: 

ñ4.º De los demás asuntos que le atribuya esta Leyò. 

 

Disposición transitoria única. Las causas que en el momento de entrada en vigor de esta Ley se en-

cuentren en tramitación por los delitos a los que se hace referencia en la misma quedarán sobreseídas 

hasta que no se acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en ella. 

 

Disposición final única. Entrada en vigor. La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día siguiente 

al de su publicación en el ñBoletín Oficial del Estadoò. 
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2014/ 9. Real Decreto 162/2014, de 14 de marzo, por el que se 

aprueba el reglamento de funcionamiento y régimen interior de los 

centros de internamiento de extranjeros . BOE 15.3.2014. 

 

I 
 

Los centros de internamiento de extranjeros aparecen por vez primera en nuestro ordenamiento jurídi-

co en el art. 26 de la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 

España, que contempla la posibilidad de que el juez de instrucción acuerde, como medida cautelar vincu-

lada a la sustanciación o ejecución de un expediente de expulsión, el internamiento, a disposición judicial, 

de extranjeros en locales que no tengan carácter penitenciario. 

El funcionamiento de estos espacios de internamiento fue objeto de la correspondiente regulación en el 

Reglamento de ejecución de la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, aprobado por el Real Decreto 

155/1996, de 2 de febrero, y en la Orden del Ministerio de Presidencia de 22 de febrero de 1999, dictada 

en cumplimiento de la habilitación contenida en el referido real decreto. Esa orden ministerial se ha veni-

do aplicando hasta el momento actual, con las únicas salvedades derivadas de los efectos de la Sentencia 

del Tribunal Supremo de 11 de mayo de 2005, que declaró la nulidad de diversos apartados de los arts. 

30, 33 y 34, apartado 5. 

La necesaria regulación, mediante norma con rango de ley orgánica, de los aspectos más trascendentes 

del funcionamiento de los centros de internamiento de extranjeros tiene lugar con la aprobación de refor-

ma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y 

su integración social, llevada a cabo por la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre. En los arts. 62 bis 

a 62 sexies, introducidos por dicho texto legal, se abordan aspectos esenciales del funcionamiento de 

estos centros como son los derechos y obligaciones de los internos, la información que debe serles sumi-

nistrada a su ingreso, la formulación de peticiones y quejas, la adopción de medidas de seguridad y la 

figura del director como responsable último del funcionamiento del centro, aspectos desarrollados poste-

riormente en los arts. 153 a 155 del Reglamento de dicha ley orgánica, aprobado por el Real Decreto 

2393/2004, de 30 de diciembre, derogado después por el Reglamento de la misma actualmente en vigor, 

aprobado por el Real Decreto 557/2011, de 20 de abril. 

Los centros, tal como se recoge en los arts. 60.2 y 62 bis de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, no 

tienen carácter penitenciario y los extranjeros en ellos internados estarán privados únicamente del derecho 

deambulatorio, limitación que será conforme al contenido y finalidad de la medida judicial de ingreso 

acordada. 

La reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, operada por la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de 

diciembre, viene a perfeccionar el régimen de garantías y control judicial de los centros de internamiento 

de extranjeros. Para ello, se crea la figura del juez competente para el control de la estancia (art. 62.6), se 

reconoce el derecho de los internos a entrar en contacto con organizaciones no gubernamentales, naciona-

les e internacionales de protección de inmigrantes y el derecho de éstas a visitar los centros (art. 62 bis) y 

se contempla, como garantía adicional, la inmediata puesta en libertad del extranjero por la autoridad 

administrativa que lo tiene a su cargo, en el momento en que cesen las circunstancias que motivaron la 

medida cautelar de internamiento (art. 62.3). 

Con posterioridad a esta última reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, se ha producido 

otra novedad legislativa que afecta al régimen de internamiento de extranjeros. La nueva redacción del 

art. 89 del Código Penal, dada por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, contempla el ingreso en un 

centro de internamiento de extranjeros como medida judicial tendente a asegurar, en determinados casos, 

la salida del territorio español de aquellos extranjeros a los que los jueces y tribunales hubieran sustituido 

penas de prisión, o parte de las mismas, por la medida de expulsión. 

Por último, en el marco normativo, es obligado hacer referencia a la figura del Ministerio Fiscal, dadas 

las funciones que al mismo le atribuye su Estatuto Orgánico, aprobado por la Ley 50/1981, de 30 de di-

https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/15/pdfs/BOE-A-2014-2749.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/15/pdfs/BOE-A-2014-2749.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/15/pdfs/BOE-A-2014-2749.pdf
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ciembre, al que para llevarlas a cabo le confiere, entre otras, las de poder girar visita a los centros o esta-

blecimientos de detención, penitenciarios o de internamiento de cualquier clase, pudiendo examinar los 

expedientes de los internos y recabar cuanta información estime conveniente. 

 
 

El presente reglamento viene a satisfacer no solo la necesidad legal de desarrollar reglamentariamente 

todos estas novedades en el ejercicio del mandato expreso que la disposición adicional tercera de la Ley 

Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, dirige al Gobierno, sino también la material de dar concreción a 

aspectos del funcionamiento de los centros, regulando el régimen de internamiento de extranjeros de 

forma específica y completa mediante una norma con rango de real decreto que venga a sustituir definiti-

vamente a la Orden del Ministerio de la Presidencia de 22 de febrero de 1999, hasta ahora en vigor, pro-

cediéndose, asimismo, a incorporar al derecho nacional diversos aspectos regulados por la Directiva 

2008/115/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, relativa a normas y 

procedimientos comunes en los Estados miembros para el retorno de los nacionales de terceros países en 

situación irregular. 

En este sentido, se ha considerado oportuno dedicar un reglamento específico a la regulación de estos 

centros, desvinculando tal desarrollo normativo del reglamento general de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 

de enero, cuyo art. 258 regula el ingreso en los mismos, por considerar que la relevancia de la materia y la 

importancia de los derechos afectados exige un tratamiento detallado de los diferentes aspectos de las 

condiciones en las que debe producirse el internamiento, que redunde en el incremento de las garantías de 

los extranjeros objeto de esta medida. 

A la hora de abordar la regulación completa del régimen de internamiento de los extranjeros, resulta 

además imprescindible tener en cuenta las transformaciones sociales sufridas en los catorce años transcu-

rridos desde la aprobación de la Orden del Ministerio de la Presidencia de 22 de febrero de 1999, cambios 

que han afectado no sólo al fenómeno migratorio en nuestro país, sino también a la propia actividad ad-

ministrativa del internamiento de extranjeros. 

Precisamente, la experiencia adquirida desde la implantación de los centros de internamiento, tanto 

desde el ámbito del Ministerio del Interior como desde el enfoque aportado por diversos organismos aje-

nos a dicho departamento y movimientos y colectivos sociales de distinta índole, aconsejan que los cen-

tros en los que se hallan los extranjeros deban sufrir una profunda reforma que traslade esos cambios 

demandados a la propia estructura y funcionamiento de los mismos. 

Así, en la organización y actividad diaria de los centros deben diferenciarse dos ámbitos bien distintos 

y que, a su vez, responden a finalidades diferentes. 

Por un lado, la seguridad de los centros y de las personas que en ellos se encuentran se atribuye al 

Cuerpo Nacional de Policía que deberá garantizar, como personal especializado en la seguridad, el normal 
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desarrollo de la actividad en las instalaciones, evitando perturbaciones o restableciendo el orden que pu-

diera verse alterado. Igualmente, el Cuerpo Nacional de Policía gestiona todo lo relativo a la tramitación 

del expediente de expulsión y a la permanencia del extranjero en el centro, que se encuentran íntima y 

estrechamente unidas, sin perjuicio de las competencias reconocidas a la autoridad judicial. 

Por otro, la faceta asistencial que debe ser asumida por personal especializado ajeno a la policía, con-

cretamente empleados públicos dependientes de la Administración General del Estado, que desempeñarán 

las funciones de organización, gestión y control de la prestación de los servicios asistenciales, tanto de 

carácter social como de otro orden. 

Dada la naturaleza de estos servicios, la normativa vigente ofrece diversos cauces para que los diferen-

tes órganos del Ministerio del Interior, como departamento responsable de los centros, puedan llegar a 

suscribir acuerdos o convenios con entidades, instituciones u organizaciones, de carácter público o priva-

do, mediante los cuales la prestación de los mismos pueda llegar a externalizarse, sin que ello suponga 

merma alguna de las competencias, responsabilidad y demás funciones que, como titular de los centros, 

corresponde a los citados órganos administrativos. 

 

II  
 

El presente reglamento regula, en su título I, las disposiciones generales a que habrán de adecuarse es-

tos centros, perfilando en ellas la definición, naturaleza y finalidad de estos establecimientos. Contiene 

asimismo las disposiciones que permiten incardinar los centros en el Ministerio del Interior y prevé me-

canismos de colaboración con las organizaciones no gubernamentales comprometidas en la asistencia de 

los extranjeros. 

En particular, el capítulo III del título I concreta los medios personales y materiales con que habrán de 

estar provistos estos centros, estableciendo su naturaleza y finalidad así como su organización interna, 

como establecimientos públicos de carácter no penitenciario dependientes del Ministerio del Interior; y el 

capítulo IV la estructura organizativa, en la que destaca la figura del director como garante de los dere-

chos de los internos y responsable último de su seguridad y funcionamiento, con la participación activa de 

los responsables de los distintos servicios ðseguridad, sanitario, asistencialð del centro mediante su 

presencia en la junta de coordinación. 

El título II regula con amplitud los derechos y deberes que la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 

atribuye a los internos, dedicando arts. específicos a la presentación de reclamaciones y quejas y a la 

necesaria llevanza en cada centro de un libro de peticiones y quejas a disposición de los internos. 

Los principales procedimientos de actuación ðingresos, salidas y conducciones de los internosð son 

objeto de una detallada descripción en el título III del reglamento que, entre otros aspectos, hace especial 

incidencia en los relativos a la información de derechos al interno, así como en los requisitos y garantías 

necesarios para la realización de estos trámites. 

El título IV detalla el régimen de funcionamiento de los centros, los horarios y actividades generales de 

los mismos, atribuyendo el art. 39 capacidades al director para aprobar, previa consulta con la junta de 

coordinación, el horario y medidas de régimen interior. Asimismo, se dedican arts. específicos a la regu-

lación del régimen de visitas de familiares y entrevistas con abogados y autoridades diplomáticas y consu-

lares. 

La formación del personal, las reglas de conducta exigibles al mismo y los mecanismos de control e 

inspección son objeto del título V, destacando la regulación de la figura del juez competente para el con-

trol de la estancia en el centro y la de los órganos administrativos encargados de la supervisión interna de 

los mismos. 

Por su parte, el título VI está dedicado a la descripción de las medidas de vigilancia y seguridad, con-

templando la posibilidad excepcional de adoptar medidas de contención física y de separación preventiva 

del interno que, con pleno respeto al principio de proporcionalidad, podrán ser tomadas para evitar actos 

de violencia o lesiones propias o ajenas, impedir actos de fuga, daños en la instalaciones o de resistencia 

frente al personal del centro en el ejercicio legítimo de su cargo, y que habrán de ser comunicadas en el 

plazo más breve posible a la autoridad judicial, la cual deberá acordar su mantenimiento, modificación o 

revocación, sin que en ningún caso puedan llegar a constituir una sanción encubierta. 

Excepcionalmente, para garantizar la seguridad del centro se podrá practicar el registro personal del in-

terno, que sólo cuando fuera indispensable se realizará con desnudo integral. Esta medida se ampara en el 

art. 62 quinquies de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, y se regula con las garantías exigidas por la 
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jurisprudencia del Tribunal Constitucional (sentencia 17/2013, de 31 de enero), que ha declarado que 

puede ser un medio necesario para garantizar la defensa del interés público, expresado en el mantenimien-

to del orden y la seguridad en el centro de internamiento, debiéndose justificar en cada caso la intromisión 

en la intimidad del interno que su adopción constituye. Así, en todo caso, el registro personal se efectuará 

por funcionarios del mismo sexo que el interno, en lugar cerrado, sin la presencia de otros internos y 

preservando su dignidad e intimidad. Para ello será necesaria la autorización previa del director del cen-

tro, o al menos del jefe de la unidad de seguridad, cuando razones de urgente necesidad impidieran reca-

bar aquélla, comunicándolo de forma inmediata al director. Se prevé que del examen practicado se deje 

constancia escrita, con indicación de los motivos y de sus resultados, así como la remisión del escrito al 

Juez competente para el control de la estancia en el centro. 

Finalmente, el título VII regula, en desarrollo de lo establecido en el apartado 3 del art. 62.bis de la 

Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, el régimen de visitas de las organizaciones no gubernamentales 

para la defensa de los inmigrantes. 
 

[...] 
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2014/ 10. Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio 

Exterior del Estado . BOE 26.3.2014, corr. err. 14.5.2014. 

 

 

 
 

 

 

 

 

Título preliminar  

 

Art. 1. Objeto y definiciones. 1. Esta ley tiene 

por objeto regular la Acción Exterior del Estado, 

enumerar sus principios rectores, identificar los 

sujetos y ámbitos de la misma, establecer los ins-

trumentos para su planificación, seguimiento y 

coordinación y ordenar el Servicio Exterior del 

Estado, para asegurar la coordinación y coherencia 

del conjunto de actuaciones que la constituyen y su 

adecuación a las directrices, fines y objetivos de la 

Política Exterior. 

2. A los efectos de esta ley se entiende por: 

a) Política Exterior: el conjunto de decisiones y 

acciones del Gobierno en sus relaciones con otros 

actores de la escena internacional, con objeto de 

definir, promover, desarrollar y defender los valo-

res e intereses de España en el exterior. 

b) Acción Exterior del Estado: el conjunto ordenado de las actuaciones que los órganos constituciona-

les, las Administraciones públicas y los organismos, entidades e instituciones de ellas dependientes llevan 

a cabo en el exterior, en el ejercicio de sus respectivas competencias, desarrolladas de acuerdo con los 

principios establecidos en esta ley y con observancia y adecuación a las directrices, fines y objetivos 

establecidos por el Gobierno en el ejercicio de su competencia de dirección de la Política Exterior. 

c) Servicio Exterior del Estado: los órganos, las unidades administrativas y los medios humanos y ma-

teriales que, bajo la dirección y la coordinación del Gobierno, ejecutan y desarrollan la Política Exterior y 

la Acción Exterior de este, sin perjuicio de las competencias de los distintos departamentos ministeriales. 

 

Art. 2. Principios y objetivos de la Política Exterior. 1. La Política Exterior de España tiene como 

principios inspiradores el respeto a la dignidad humana, la libertad, la democracia, el Estado de Derecho y 

los derechos humanos. La Política Exterior de España defenderá y promoverá el respeto y desarrollo del 

derecho internacional, en particular el respeto de los principios de la Carta de las Naciones Unidas. Pro-

moverá los proyectos de construcción europea y de la Comunidad Iberoamericana de Naciones, así como 

el multilateralismo en el seno de la comunidad internacional. 

2. Son objetivos de la Política Exterior de España: 

a) El mantenimiento y promoción de la paz y la seguridad internacionales; 

b) El fomento de instituciones multilaterales fuertes y legítimas; 

c) La promoción y consolidación de sistemas políticos basados en el Estado de Derecho y en el respeto 

a los derechos fundamentales y las libertades públicas; 

d) La lucha contra la pobreza, la solidaridad con los países en vías de desarrollo y el desarrollo econó-

mico y social de todos los Estados; 

e) La defensa del medio ambiente y la protección de la biodiversidad, la lucha contra el cambio climá-

tico y la preocupación por la seguridad alimentaria; 

https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/26/pdfs/BOE-A-2014-3248.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/03/26/pdfs/BOE-A-2014-3248.pdf
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f) La eliminación de las armas de destrucción masiva y armas químicas y la asunción de un compromi-

so activo por un progresivo desarme a nivel mundial; 

g) La construcción de una Europa más integrada y más legítima ante sus ciudadanos, que se constituye 

como un actor global de referencia; 

h) El fortalecimiento de la Comunidad Iberoamericana de Naciones; 

i) La seguridad y bienestar de España y sus ciudadanos; 

j) La asistencia y protección a sus ciudadanos, así como la protección de los intereses económicos de 

España en el exterior; 

k) La promoción de los intereses económicos de España en el exterior. 

[...] 

 

Título I  

Sujetos y ámbitos de la Acción Exterior 

 

[...] 

 

Capítulo II  

Ámbitos de la Acción Exterior del Estado 

 

[...] 

Art. 16. Acción Exterior en materia de derechos humanos. 1. La Acción Exterior en materia de dere-

chos humanos promoverá la extensión, reconocimiento y efectivo cumplimiento de los principios funda-

mentales defendidos por la comunidad internacional de Estados democráticos y reconocidos en la propia 

Constitución Española, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en los demás pactos y 

tratados ratificados por España en esta materia, en especial las Directrices de derechos humanos de la 

Unión Europea. 

2. Asimismo, promoverá la cooperación internacional en materia de defensa y garantía de los derechos 

humanos y contará para ello con el trabajo de proyección exterior de los órganos constitucionales. 

 

[...] 

 

Art . 18. Acción Exterior en materia de justicia. 1. La Acción Exterior en materia de justicia se orienta-

rá a promover la cooperación jurídica internacional, singularmente en el ámbito judicial, y la celebración 

y actualización de acuerdos internacionales. 

2. Asimismo, se orientará a la formación y fortalecimiento de la posición española ante las institucio-

nes internacionales y de la Unión Europea en el ámbito de la justicia y de las libertades públicas. 

 

Art . 19. Acción Exterior en materia de seguridad pública y asuntos de interior. 1. La Acción Exterior 

en materia de seguridad pública y asuntos de interior se desarrollará mediante la cooperación policial 

internacional, elemento esencial para la prevención y la lucha contra todas las formas de delincuencia 

organizada transnacional y el terrorismo, orientada a la asistencia mutua y a la colaboración con las insti-

tuciones responsables de la seguridad pública en el exterior. Asimismo tendrá por objeto la cooperación 

con terceros Estados en materia de formación y asistencia técnica en el ámbito penitenciario, de protec-

ción civil, de seguridad vial y de políticas de apoyo a las víctimas del terrorismo. 

2. La Acción Exterior en materia de seguridad pública y otros asuntos de interior se orientará a la for-

mación y fortalecimiento de la posición de España ante la Unión Europea y las organizaciones internacio-

nales, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otros sujetos de la Acción Exterior del Estado y, en 

su caso, en coordinación con ellos. 

 

Art . 20. Acción Exterior en materia económica, comercial, financiera y de apoyo a la internacionali-

zación de la economía española. La Acción Exterior en materia económica, comercial, financiera y de 

apoyo a la internacionalización de la empresa consistirá en la ejecución en el exterior de la política del 
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Gobierno en materia económica, de reformas para la mejora de la competitividad y financiera, que com-

prende también las acciones relativas a las instituciones financieras internacionales, así como las actua-

ciones encaminadas a la internacionalización de la empresa y la economía españolas. 

 

[...] 

 

Art . 23. Acción Exterior en materia de emigración e inmigración. 1. La Acción Exterior en materia de 

emigración velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los traba-

jadores españoles en el extranjero y orientará su política para facilitar su retorno. 

2. La Acción Exterior en materia de inmigración se orientará a la ordenación de los flujos migratorios 

hacia España y a reforzar la lucha contra la inmigración irregular. 

 

[...] 

 

Art. 28. Acción Exterior en materia de turismo. 1. La Acción Exterior en materia de turismo se orien-

tará a la promoción de la imagen de España como destino turístico y a la planificación, desarrollo, ejecu-

ción y seguimiento de actividades de carácter promocional del sector turístico español en los mercados 

internacionales, así como al apoyo a la comercialización de productos turísticos españoles en el exterior. 

2. Asimismo, dicha acción incluirá el ejercicio de las relaciones turísticas internacionales tanto de ca-

rácter bilateral como con las organizaciones turísticas internacionales de carácter multilateral, y el fomen-

to de la cooperación turística internacional. 

3. La Acción Exterior en materia turística comprenderá la asistencia e información a las entidades y 

empresas turísticas españolas en su actividad internacional y el respaldo a su implantación en el exterior. 

4. Contribuirá especialmente a la difusión en el exterior de la imagen de España al ser la acción turísti-

ca un aspecto decisivo en ella. 

 

[...] 

 

 
 




